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1.-La financiación local en la Constitución Española 

La Constitución Española, en su artículo 142 establece el principio de 
suficiencia de las Haciendas locales y añade que estas se nutrirán fundamentalmente 
de tributos propios y de participación en los del Estado y de las Comunidades 
Autónomas. La doctrina del Tribunal Constitucional sobre la materia se centra en la 
exigencia de suficiencia financiera, como garantía de la autonomía local, y el respeto 
al principio de lealtad institucional en la coordinación interadministrativa. 

En definitiva, la Constitución, más que cerrar, abre el modelo de financiación 
local a la libre configuración del legislador tanto estatal como autonómico, con respeto 
a los principios mínimos señalados. 

 

2.-El campo de actuación de la FRMPCyL 

El artículo 3 de los estatutos de la FRMPCyL establece que su objeto es la 
representación, promoción y defensa de los intereses de los Municipios, Provincias y, 
en su caso, de otras Entidades Locales, ante las instancias políticas y 
administrativas de la Comunidad Autónoma de Castilla y León. 

Por otro lado, el Estatuto de Autonomía de Castilla y León, cuyo cuarenta 
aniversario deberíamos celebrar como merece, en su artículo 52 reconoce a la FRMP, 
en cuanto asociación local con mayor implantación, como interlocutora de las 
Instituciones de la Comunidad Autónoma. 

Nuestro campo de acción se ciñe por tanto al ámbito de la Comunidad de 
Castilla y León y sus Instituciones. Y entre ellas, por supuesto, especialmente aquellas 
que ejercen el poder legislativo y ejecutivo, en cuya mano está el modelo y la dotación 
económica para la financiación local. 

¿Significa eso que no podamos abordar otras cuestiones más allá del ámbito de 
la Comunidad Autónoma?  Por supuesto que no. Nada de lo que afecte a la vida local 
nos puede ser ajeno en un mundo globalizado, en el que crisis sanitarias y bélicas de 
efectos globales y sus derivadas económicas tensionan las haciendas locales, tanto 
como la vida cotidiana de vecinos y vecinas.  

Pero siendo esto así, si el centro y la mayor parte de la actividad de la FRMP se 
focaliza hacia fuera de la Comunidad de Castilla y León, estaremos contraviniendo 
nuestros propios Estatutos, traicionando el espíritu del Estatuto de Autonomía y su 
generoso reconocimiento y, en definitiva, desconociendo el orden constitucional de 
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distribución de competencias, en cuyo marco hemos de desenvolver nuestra acción en 
representación y defensa del mundo local de Castilla y León. 

 

3.-La efectiva financiación local de las Entidades Locales de Castilla y León. 

Remitiéndonos a los presupuestos liquidados de 2021, último año con los datos 
disponibles completos, constatamos que el Gobierno de España ha transferido al 
conjunto de Entidades Locales de Castilla y León 456,7 euros por habitante, y la 
Junta de Castilla y León 151. (Nos referiremos en todos los casos a derechos 
reconocidos netos) 

La aportación del Gobierno de España es más generosa con las Entidades 
Locales de Castilla y León, que con las del Conjunto del Estado, a las que aportó 390,1 
euros por habitante. 

No ocurre lo mismo con la Junta de Castilla y León, pues mientras las demás 
comunidades autónomas aportaron como media a las Entidades Locales 184,9 euros 
por habitante, la Junta de Castilla y León, como se ha dicho, solo aportó 151 euros por 
habitante. 

¿Esto qué significa? Infrafinanciación de los servicios públicos locales por parte 
de la Junta Castilla y León, y por tanto desigualdad de acceso a los mismos de la 
ciudadanía de esta Comunidad, respecto al resto de comunidades. 

La magnitud de esta desigualdad nos la da el presupuesto necesario para 
corregirla: 81 millones de euros (concretamente 80.977.325, 5 €) 

Esta FRMP no puede consentir pacíficamente que su propio gobierno 
autonómico trate peor a las Entidades Locales de esta Comunidad, que como son 
tratadas el conjunto de las Entidades Locales españolas por sus comunidades 
autónomas. Sin querer ser más que nadie, tampoco queremos ser menos. Lo 
verdaderamente grave de esta situación es que esta desigualdad institucional se 
concreta en una desigualdad personal de acceso a servicios locales por parte de la 
ciudadanía de Castilla y León, contraria a los principios constitucionales y estatutarios. 

Si nos centramos en lo que ocurre con los municipios, como entidad territorial 
básica de la Comunidad, constatamos una parecida situación. La Junta de Castilla y 
León transfirió en 2021 a sus ayuntamientos 93 euros por habitante, mientras que la 
media de las comunidades aportó a los Ayuntamientos 120,6 euros por habitante. Un 
déficit de financiación de los Ayuntamientos de Castilla y León por parte de la Junta 
casi 66 millones de euros. (65.719.348,2 €)  

Ha de advertirse además que estamos utilizando un tipo de indicador, por 
número de habitantes, en el que Castilla y León siempre sale favorecida cuando se 
evalúan presupuestos o dotaciones de servicios, por causa precisamente de su baja 
densidad demográfica. Si contempláramos siquiera un mínimo de financiación por 
entidad local, para mantener su institucionalidad, con 2.248 municipios y un total de 
4.570 entidades locales, la financiación local en Castilla y León resultaría aún más 
deficitaria en términos comparados. 

 

4.-Más financiación de la Junta a las Entidades Locales de Castilla y León. 
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La primera conclusión, por tanto, no puede ser otra que simplemente exigir a la 
Junta de Castilla y León más financiación autonómica para las Entidades Locales 
de Castilla y León. Al menos para igualar la media de financiación por habitante y año 
del conjunto de comunidades a su propio mundo local. La ciudadanía de Castilla y León 
tiene derecho al mismo nivel y calidad en los servicios públicos locales que el resto de 
los españoles. El déficit de financiación generado por la Junta es contrario el 
principio de igualdad, valor superior de nuestro ordenamiento jurídico, así como a los 
principios estatutarios de suficiencia de recursos, equidad y autonomía de las 
haciendas locales. 

Actualizando los datos de cara a los presupuestos del Comunidad para 2024, 
entendemos que la FRMP debe exigir a la Junta de Castilla y León un incremento 
presupuestario destinado a la correcta financiación de las Entidades Locales, conforme 
a la media de conjunto de comunidades autónomas, de en torno a los 100 millones de 
euros. 

 

5.- Mejor y más justa financiación de la Junta de Castilla y León a las Entidades 
Locales 

A lo anterior cabe añadir que la Junta de Castilla y León no solo financia a los 
Municipios y el resto de Entidades Locales menos que la media de las comunidades 
autónomas, sino que además las financia peor. ¿En qué sentido? Pues en que la 
parte condicionada de esta financiación es mayor que en otras comunidades 
autónomas. Así se constata en el hecho de que las transferencias de capital en el caso 
de Castilla y León suponen un 27,3% de todas las transferencias, mientras que la 
media de las comunidades autónomas es del 14,1 %. 

Solo la financiación incondicionada es garantía de la autonomía local, porque 
solo la financiación incondicionada respeta el principio democrático de valoración 
autónoma por parte de los Ayuntamientos e instituciones de gobierno de otras 
entidades locales elegidas conforme a la Ley, de las necesidades de sus municipios y 
ámbitos de actuación propios, siempre en el contexto de sus competencias. 

Por tanto, proponemos a esta Asamblea que exija a la Junta de Castilla y León  
la negociación de un proceso por el cual año tras año se incremente la 
financiación incondicionada hasta eliminar el resto, y ello con independencia de la 
cooperación económica local, por la que las entidades locales colaboran con la 
administración autonómica en el desempeño de las competencias de esta, por su 
proximidad, experiencia o ventajas de ejecución, como el mayor acierto en la elección 
del objeto, agilidad y control de resultados. 

A los principios estatutarios de las haciendas locales que hemos señalado, ha de 
añadirse el de “corrección de desequilibrios económicos entre entidades locales, con el 
fin de garantizar la igualdad de acceso a los servicios públicos locales a todos los 
ciudadanos de la Comunidad”. En su virtud, hacemos a esta Asamblea cuatro 
propuestas: 

1.- Que entre los criterios de financiación autonómica a los municipios y el resto 
de Entidades Locales de la Comunidad, se incluya el de garantía de un mínimo de 
dotación presupuestaria por cada tipo de entidad y por habitante. La diferente 
situación patrimonial de las entidades locales y la desigual rentabilidad de sus 
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aprovechamientos, no debe constituir obstáculo para la garantía de un mínimo igual de 
servicios públicos locales en todas las provincias y comarcas de la Comunidad, 
garantizado por ésta. 

Con ello se harían efectivos los principios estatutarios señalados y se daría buen 
cumplimiento al artículo 9.2 de la Constitución, que conmina a los poderes públicos a 
promover las condiciones para la igualdad del individuo y de los grupos en que se 
integra, -en este caso el grupo natural de la comunidad local- y a remover los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud. 

2.- Regular el Fondo Autonómico de Compensación y diseñar y aplicar con 
carácter inmediato el Plan Plurianual de Convergencia Interior, como instrumentos de 
convergencia y cohesión económica y demográfica previstos en el Estatuto de 
Autonomía desde la reforma de 2007, dando participación a las Entidades Locales, no 
solo en su redacción y elaboración, sino también en su gestión y aplicación efectiva, 
con no menos del 25 % de los recursos que movilicen cada año. 

3.-Regular y normalizar la participación de las Entidades Locales en la gestión 
directa de los Fondos Europeos de gestión autonómica, atendiendo a los objetivos 
de los Tratados y de los Reglamente respecto a la cohesión territorial y social, que 
difícilmente pueden hacerse efectivos por políticas públicas que prescindan en su 
aplicación de la participación de los gobiernos de proximidad. 

4.-Financiar las competencias locales atribuidas por Ley autonómica en el 
ámbito de las competencias exclusivas de la Comunidad, como es el caso de los 
servicios sociales básicos o de atención primaria, con los mismos criterios de coste 
efectivo de los servicios que la Comunidad exige al Estado en la negociación de la 
financiación autonómica. Así lo requieren tanto los principios estatutarios respecto a las 
haciendas locales (artículo 53) como su concreción en el artículo 55.2. “Las 
competencias transferidas a las entidades locales deberán ir acompañadas de una 
financiación autonómica suficiente, para que no se ponga en riesgo la autonomía 
financiera de dichos entes locales”.  

El principio de suficiencia exige una valoración de dichas competencias ajustada 
a su coste efectivo, pero también el ingreso de las transferencias económicas por parte 
de la Junta en un plazo razonable. 

 

6.- Encomiendas a la FEMP 

Por último, proponemos a la FEMP que, reconociendo el significativo incremento 
del 5% de la financiación local con cargo al Estado en 2023, inste y exija al Gobierno 
de España una nueva financiación local, diseñada al mismo tiempo que la financiación 
autonómica, de forma que pueda abordarse globalmente y con coherencia de 
criterios la financiación de las entidades locales con cargo al Estado y a las 
comunidades autónomas. 

En este modelo es prioritario para Castilla y León, la mejora de la financiación 
de los pequeños municipios, así como la ponderación de los mismos factores 
previstos en el Estatuto de Autonomía para la financiación autonómica: extensión 
territorial, dispersión (número y características de los núcleos de población), baja 
densidad y envejecimiento de la población. Todo ello en aplicación del principio de 
equidad, que implica no tratar igual a los desiguales y, por tanto, permite, en 
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cumplimiento de la Constitución, la discriminación positiva de las entidades locales más 
frágiles, en reconocimiento de su papel en la participación ciudadana, la vinculación 
institucional de la ciudadanía y la vertebración de territorios remotos y escasamente 
poblados, a los que añaden valor en beneficio del interés general. 

 

7.- CONCLUSIÓN 

En definitiva…  

Exigimos a la Junta de Castilla y León, más y mejor financiación a todas 
las Entidades Locales, con una garantía de mínimos por institución y por habitante, 
que permita hacer efectivas condiciones mínimas de igualdad en el acceso a los 
servicios públicos locales. No se puede presumir de municipalismo como seña de 
identidad de la Comunidad y tratar peor a los Ayuntamientos y otras Entidades Locales 
que las demás comunidades autónomas. 

Hacemos un llamamiento a la FRMPCyL de centrar su acción en el ámbito 
de la Comunidad autónoma y sus Instituciones, dando así respuesta a sus propios 
estatutos, buscando el consenso en torno al interés público local y evitando la 
utilización partidista de la Asociación. Ello supondrá respetar el ámbito de acción 
institucional de la FEMP en cuyos órganos también participamos los electos locales de 
esta Comunidad. 

Finalmente trasladamos a la FEMP el interés de los gobiernos locales de Castilla 
y León por un nuevo modelo de financiación local que pueda llegar a integrar, en un 
pacto de Estado, tanto la financiación local del Gobierno de España como la de los 
gobiernos autonómicos. En este modelo es relevante para esta comunidad la 
específica consideración de la financiación de los pequeños municipios. 
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